Procesado: VDDC
Rad. # 66001 60 00 035 2014 01400 03

Delitos: Tentativa de Homicidio y otros.
Procede: Juzgado Primero Penal  del Circuito de Pereira
Asunto: Apelación auto

Decisión: Confirma decisión

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
LIBERTAD POR VENCIMIENTO DEL PLAZO RAZONABLE DE LA MEDIDA DE ASEGURAMIENTO / LEY 1786 DE 2016 / NO APLICA SI YA SE HA PROFERIDO SENTENCIA DE CONDENA, CON INDEPENDENCIA DE QUE NO SE ENCUENTRE EN FIRME.
Considera el apelante que en el presente caso se debe dar aplicación a la sentencia C-221 de 2017 de la Corte Constitucional, en la cual se da a entender que los efectos de las medidas de aseguramiento privativas de la libertad se hacen extensivos más allá del anuncio del sentido del fallo y del fallo mismo, por lo que los plazos consagrados en el parágrafo 1º del articulo 307 C.P.P. cobijarían la segunda instancia, lo que en esencia significaría que en aquellos eventos en los cuales ya se ha proferido un fallo de condena, el cual, como consecuencia de la interposición de un recurso de alzada,  se encuentra en sede de segunda instancia, sigue operando el plazo razonable regulado en el artículo 1º de la Ley 1786 de 2016 para la vigencia de la medida de aseguramiento de detención preventiva…
Pero es de anotar que ante la polémica que generó en la comunidad jurídica la sentencia C-221 de 2017 proferida por la Corte Constitucional, la cual fue objeto de una serie de críticas, ya que con ella erradamente se pretendió asimilar los fines y efectos de las medidas de aseguramiento con los fines de las penas, desconociendo que después del fallo un procesado no se encuentra privado de la libertad como consecuencia de la medida de aseguramiento de detención preventiva, sino, como consecuencia de la declaratoria de su responsabilidad penal que implica la imposición de una pena de prisión, tal situación llevó a la Sala de Casación de la Corte Suprema de Justicia a pronunciarse…
“Por consiguiente, en los procesos regidos por la Ley 906 de 2004, la medida de aseguramiento tiene vigencia hasta el anuncio del sentido de fallo condenatorio, allí el juez puede hacer una manifestación expresa acerca de la libertad del procesado, disponiendo su encarcelamiento, pero si omite hacer una manifestación al respecto en esa oportunidad, la vigencia de la medida se extenderá hasta la lectura de la sentencia, momento en el que, por mandato legal, no sólo debe imponer la pena de prisión, sino que ha de resolver sobre la libertad; en particular, sobre la concesión o negativa de los sustitutos y subrogados penales”. (…)
Al aplicar lo anterior al caso concreto, debe decir la Sala que a partir del momento en el que se anunció el sentido del fallo condenatorio en contra del señor VDDC, dejó de operar la causal de vigencia de la medida de aseguramiento de detención preventiva regulada en el parágrafo 1º del articulo 307 C.P.P. artículo 1º de la Ley 1786 de 2016, para empezar a operar el cumplimiento de la pena, lo cual a su vez torna en improcedente la petición libertad por vencimiento de términos deprecada por la Defensa…
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. MANUEL YARZAGARAY BANDERA

AUTO INTERLOCUTORIO DE 2ª INSTANCIA

Pereira, seis (6) de noviembre de dos mil diecinueve (2019)
Aprobado por acta No. 1007
Hora: 10:20 a.m. 
Procesado: VDDC
Rad. # 66001 60 00 035 2014 01400 03
Delitos: Tentativa de homicidio y otros.
Procede: Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira 
Asunto: Apelación negativa de libertad por vencimiento de términos 
Decisión: Confirma auto opugnado

VISTOS:

Procede la Sala Penal de Decisión del Tribunal Superior de este Distrito Judicial a resolver el recurso de apelación interpuesto por la defensa del procesado VDDC, quien fuera condenado por los delitos de tentativa de homicidio agravado, porte de armas de fuego de defensa personal y hurto calificado, en contra del auto proferido el día 25 de julio de 2019 por el Juzgado Primero Penal del Circuito de esta ciudad, en virtud del cual le negó al procesado la solicitud de libertad por vencimiento de términos o sustitución de la medida de aseguramiento intramural.
ANTECEDENTES Y ACTUACIÓN PROCESAL:
El 5 de julio de 2019, el procesado VDDC, presentó escrito ante el Centro de Servicios Judiciales del Palacio de Justicia de Pereira, solicitando la programación de audiencia por vencimiento de términos, de acuerdo a lo establecido por la Ley 1786 de 2016 que modificó la ley 1760 de 2015 y lo expresado por la Corte Constitucional en la Sentencia C-221 de 2017. En virtud de las cuales ninguna persona podrá permanecer privada de la libertad más de un año, inclusive si ya se profirió el fallo de primera instancia y este no se encuentra ejecutoriado debido a que no ha sido desatado el recurso de apelación.  
Indicó el recurrente que reúne los requisitos establecidos para acceder a la libertad por vencimiento de términos, toda vez que fue condenado en primera instancia el 12 de febrero de 2016, decisión que fuera apelada y remitida a la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira el día 14 de marzo de 2016, sin que hasta la fecha el Ad quem haya tomado una decisión de fondo, lo que indica que ha trascurrido más de un año privado de la libertad sin que se haya resuelto su situación, razón por la cual solicita la aplicación de la Ley 1786 de 2016 y de lo dicho por la Corte Constitucional en la sentencia C-221 de 2017, el cual resulta un precedente de obligatorio cumplimiento. 

EL AUTO OPUGNADO:

Se trata del auto proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito de esta ciudad, en la fecha arriba señalada, por medio del cual el A quo indicó que una cosa es cuando una persona se encuentra privada de la libertad de manera preventiva con ocasión a una medida de aseguramiento durante las diferentes etapas en las que se desarrolla el proceso, y cosa diferente es cuando la persona ya ha sido condenada aunque no se conozca la sentencia de segunda instancia con ocasión al recurso de apelación del cual fue  objeto la de primera, debido a que en este evento ya se ha agotado toda la actuación y ya no se está privando de la libertad bajo una medida de aseguramiento sino para el cumplimiento de una sanción a título de pena, aun cuando no se encuentre ejecutoriada. Como lo señaló la Sala de Casación Penal de la CSJ, que se vio obligada a entrar a aclarar la polémica generada por las consideraciones de la Corte Constitucional en la sentencia C-221 de 2017, en la cual equipararon los fines de las medidas de aseguramiento preventiva con las de las penas, sin tener en cuenta que después de que se ha proferido un fallo de primera instancia en sentido condenatorio, la persona ya no encuentra bajo medida de aseguramiento preventiva sino que se le ha impuesto una pena de prisión. Señalando en esa oportunidad la Corte Suprema de Justicia que las medidas de aseguramiento tienen como límite de vigencia el fallo o el anuncio del sentido de mismo, lo que implica que en esos casos no es procedente la hipótesis de sustitución de medidas de aseguramiento consagrada en el parágrafo 1º del art. 307 del C.P.P.

Igualmente hizo una cita in extenso de lo dicho sobre el tema por esta Sala Penal en auto del 28 de agosto de 2017, para concluir de ello que con esa postura adoptada por el máximo órgano de cierre en temas penales no desconoce el precedente jurisprudencial de la Corte Constitucional, sino que lo aclara en su verdadero contexto. 

Finalmente concluyó que de acuerdo con los precedentes antes citados, las medidas de aseguramiento cumplen unas finalidades constitucionales de carácter preventivo y provisional las cuales pierden su naturaleza cuando se emite la sentencia de primera instancia en virtud de la cual el condenado queda privado de la libertad como consecuencia de la sanción penal.

Así las cosas, y teniendo en cuenta que dentro del presente asunto el señor VDDC, se encuentra privado de la libertad como consecuencia de una sentencia condenatoria dictada en su contra, y no cobijado con una medida de aseguramiento de detención preventiva, consideró el A-quo que no era procedente otorgarle la libertad al sentenciado ni una sustitución de la medida o de la pena. 
Frente a la anterior decisión el Defensor interpuso recurso de apelación. 
LA ALZADA:
El Defensor como recurrente, del extenso recurso de apelación presentado por el recurrente en el cual citó abundante jurisprudencia relativa al derecho a la libertad y a la detención preventiva. Con respecto al caso que hoy concita nuestra atención se pudo extraer que:
· En virtud de los principios Pro homine y pro libertartis, se debe dar aplicación a los criterios establecidos por la Corte Constitucional en la Sentencia C- 221 de 2017, por ser este el órgano de cierre en materia de derechos humanos y derechos fundamentales.

· Expresó que la interpretación acogida por el A-quo es restringida y errónea con respecto de los derechos fundamentales de los internos, pues tal como lo dijo la Corte Constitucional en la sentencia antes mencionada, ”Este plazo ha sido legislativamente razonable desde la audiencia de formulación de imputación, hasta la decisión de segunda instancia (…) como sería en los casos en los que se ha culminado la audiencia de juicio y dictado el sentido del fallo y cuando ha culminado el juicio con sentencia condenatoria, pero no ha quedado ejecutoriada porque no ha sido desatado el recurso de apelación”

· Aunado a lo anterior manifestó el recurrente que constituye una vulneración al principio del in dubio pro reo y al plazo razonable establecido en la Convención Interamericana de Derechos Humanos, considerar que las finalidades de carácter preventivo y provisional que cobijan a las medidas de aseguramiento desaparecen cuando se profiere en primera instancia la sentencia de carácter condenatoria quedando privado de la libertad como consecuencia de la sanción impuesta. 

Por todo lo anterior solicitó el togado que se revoque el auto proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira y en consecuencia se conceda la libertad a su prohijado. 

PARA RESOLVER SE CONSIDERA:

- Competencia:

Esta Sala de Decisión, acorde con lo consagrado en el numeral 1º del artículo 34 del C.P.P. es la competente para resolver la presente alzada.
- Problemas Jurídicos:

Acorde con los argumentos del disenso expuestos por el recurrente en la alzada, considera la Sala que de los mismos se desprende el siguiente problema jurídico:
¿Es procedente la peticion deprecada por la Defensa en el sentido de que se le debe conceder la libertad por vencimiento de términos o la sustitución de la medida de aseguramiento al Procesado VDDC, con base en lo establecido en la ley 1760 de 2015, modificada por la ley 1786 de 2016, y en la sentencia C-221 de 2017?
- Solución:

Considera el apelante que en el presente caso se debe dar aplicación a la sentencia C-221 de 2017 de la Corte Constitucional, en la cual se da a entender que los efectos de las medidas de aseguramiento privativas de la libertad se hacen extensivos más allá del anuncio del sentido del fallo y del fallo mismo, por lo que los plazos consagrados en el parágrafo 1º del articulo 307 C.P.P. cobijarían la segunda instancia, lo que en esencia significaría que en aquellos eventos en los cuales ya se ha proferido un fallo de condena, el cual, como consecuencia de la interposición de un recurso de alzada,  se encuentra en sede de segunda instancia, sigue operando el plazo razonable regulado en el artículo 1º de la Ley 1786 de 2016 para la vigencia de la medida de aseguramiento de detención preventiva, lo que quiere decir que en caso que al Procesado no se le haya definido su situación en dicho plazo, se hace merecedor de libertad o de  la sustitución de la medida de aseguramiento privativa de la libertad.
Pero es de anotar que ante la polémica que generó en la comunidad jurídica la sentencia C-221 de 2017 proferida por la Corte Constitucional, la cual fue objeto de una serie de críticas, ya que con ella erradamente se pretendió asimilar los fines y efectos de las medidas de aseguramiento con los fines de las penas, desconociendo que después del fallo un procesado no se encuentra privado de la libertad como consecuencia de la medida de aseguramiento de detención preventiva, sino, como consecuencia de la declaratoria de su responsabilidad penal que implica la imposición de una pena de prisión, tal situación llevó a la Sala de Casación de la Corte Suprema de Justicia a pronunciarse, en una decisión que podemos catalogar como atinada
, puesto que en ella moduló, acorde con la realidad jurídica, lo dicho por la Corte Constitucional en la polémica sentencia C-221 de 2017, al establecer que las medidas de aseguramiento, en especial las privativas de la libertad, tenían como límite de vigencia el fallo o el anuncio del sentido del mismo, lo que quiere decir que en aquellos eventos en los cuales se haya anunciado el sentido del fallo o proferido fallo de condena, no sería procedente la hipótesis de sustitución de medidas de aseguramiento regulada en el parágrafo 1º del articulo 307 C.P.P. (artículo 1º de la Ley # 1.786 de 2.016).

Para una mejor comprensión e ilustración de lo antes expuesto, la Colegiatura considera de utilidad traer a colación apartes de la aludida decisión proferida por la Sala de Casación de la Corte Suprema de Justicia: 
“Por consiguiente, en los procesos regidos por la Ley 906 de 2004, la medida de aseguramiento tiene vigencia hasta el anuncio del sentido de fallo condenatorio, allí el juez puede hacer una manifestación expresa acerca de la libertad del procesado, disponiendo su encarcelamiento, pero si omite hacer una manifestación al respecto en esa oportunidad, la vigencia de la medida se extenderá hasta la lectura de la sentencia, momento en el que, por mandato legal, no sólo debe imponer la pena de prisión, sino que ha de resolver sobre la libertad; en particular, sobre la concesión o negativa de los sustitutos y subrogados penales.

Tales razones impiden, entonces, afirmar que el cumplimiento del mandato de juzgar al detenido dentro del plazo máximo legal -genérico- (art. 1º de la Ley 1786 de 2016, que modificó el art. 307 de la Ley 906 de 2004) se cumple con la lectura del fallo de segundo grado, como lo comprende la jurisprudencia constitucional. 

(:::)

A tono con las razones hasta aquí expuestas existe claridad en torno a que la medida de aseguramiento, si no se supera el plazo máximo legal de vigencia, rige hasta la sentencia de primera instancia, bien porque se conceda la libertad o porque se ordene la privación de ésta, en virtud del fallo. De ahí que, desde la génesis misma de la causal de libertad -específica- por vencimiento de términos del actual art. 317-6 de la Ley 906 de 2004 se haya considerado, sin más, que “ante la inexistencia de regulación específica en torno al tiempo que ha de transcurrir entre la audiencia de juicio y la audiencia de lectura del fallo, lo cual también afecta el derecho a la libertad del acusado, se propone el término de 150 días para tal efecto”. Si la intención del legislador hubiera sido la de extender el plazo hasta la lectura de fallo de segunda instancia, así lo habría precisado expresamente.

(:::)

En síntesis, para establecer si opera la causal genérica de libertad por vencimiento del plazo máximo de vigencia de la medida de aseguramiento (art. 1º de la Ley 1786 de 2016), habrá de verificarse si el término previsto en la norma ha transcurrido sin que se haya realizado la audiencia de lectura de fallo de primera instancia, en procesos regidos por la Ley 906 de 2004, y en asuntos gobernados por la Ley 600 de 2000 (cfr. num. 3.2 infra), sin que se haya proferido sentencia de primer grado. 

Con estas apreciaciones, la Corte Suprema de ninguna manera cuestiona la razón que fundamenta la decisión adoptada en la sentencia C-221 de 2017, sino que, de cara a la aplicación judicial de la figura bajo estudio ha de efectuar las precisiones conceptuales pertinentes, en relación con los distintos fundamentos, de orden procesal, que justifican la restricción preventiva de la libertad personal en el proceso penal.

La Corte Constitucional juzgó la exequibilidad de la norma (art. 307 de la Ley 906 de 2004, modificado por el art. 1º de la Ley 1786 de 2016) afirmando, en esencia, que el legislador estableció un parámetro límite para contabilizar el término de duración de la detención preventiva (de uno o dos años). La Sala, armonizando la vigencia de la jurisprudencia penal especializada con la norma en mención, pone de presente que la referida medida de aseguramiento sólo opera hasta la sentencia de primera instancia o la lectura de ésta si la decisión es condenatoria, sin que la tangencial conceptualización realizada por la jurisprudencia constitucional modifique tal entendimiento ni, mucho menos, permita afirmar que, si se supera el plazo máximo de vigencia temporal de la detención preventiva sin que se haya dictado -o leído- sentencia de segunda instancia, hay lugar a la libertad del detenido…”
.
La anterior posición se ha venido reiterando con el pasar del tiempo, de allí que en una reciente decisión haya dicho ese mismo Órgano de Cierre en materia Penal que: 

“Esta errónea conclusión también estriba en que, para los efectos del art. 7-5 de la C.A.D.H., concretados en el art. 1º de la Ley 1786 de 2016, no es lo mismo juzgar al procesado privado de la libertad que entender agotado el proceso penal como tal. Éste se prolonga más allá de las instancias ordinarias (arts. 205 y ss. de la Ley 600 de 2000 y arts. 180 y ss. de la Ley 906 de 2004); inclusive, en estricto sentido, comprende etapas posteriores a la ejecutoria de la sentencia, como lo es la de ejecución de la pena (arts. 469 y ss. de la Ley 600 de 2000 y arts. 459 y ss. de la Ley 906 de 2004).
Si el principal objeto del proceso penal es la determinación de la responsabilidad penal del acusado, tal propósito se concreta en la decisión sobre tal aspecto, contenida en la sentencia. Cuestión diferente es que ese juicio -positivo o negativo- sobre la responsabilidad pueda ser sometido a controversia por la vía del derecho de impugnación. La indeterminación sancionable con la pérdida de la potestad estatal para investigar y juzgar con privación de la libertad es aquella donde el estado de acusación se prolonga indefinidamente sin que se defina la situación jurídica del procesado, en relación con su situación de culpabilidad o de inocencia. Como lo clarifica la Corte I.D.H., “el principio del plazo razonable al que hacen referencia los arts. 7-5 y 8-1 de la Convención Americana tiene como finalidad impedir que los acusados permanezcan largo tiempo bajo acusación y asegurar que ésta se decida prontamente”.”

Al aplicar lo anterior al caso concreto, debe decir la Sala que a partir del momento en el que se anunció el sentido del fallo condenatorio en contra del señor VDDC, dejó de operar la causal de vigencia de la medida de aseguramiento de detención preventiva regulada en el parágrafo 1º del articulo 307 C.P.P. artículo 1º de la Ley 1786 de 2016, para empezar a operar el cumplimiento de la pena, lo cual a su vez torna en improcedente la petición libertad por vencimiento de términos deprecada por la Defensa, lo que quiere decir que en estos momentos él no está privado de la libertad como consecuencia de la imposición de la medida de aseguramiento de detención preventiva, sino como consecuencia de la imposición de la pena de prisión generada en la sentencia condenatoria dictada en su contra, independientemente de que la misma no se encuentre en firme con ocasión del recurso de apelación impetrado por parte de su apoderado judicial. 
Finalmente, se podría decir que con la presente decisión  se está desconociendo un precedente jurisprudencial que es de obligatorio cumplimiento, como lo son las sentencias proferidas por la Corte Constitucional en sede de constitucionalidad, quiere señalar la Colegiatura que ello no es cierto debido a que, ante la falta de claridad de la Máxima Guardiana de la Constitución, se tornaba procedente que dicho fallo fuera modulado, como bien lo hizo saber la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, en la providencia adoptada dentro del radicado 49734 del 24 de julio de 2017, postura que posteriormente fuera reiterada
; lo cual quiere decir que la Colegiatura viene aplicando la sentencia de la Corte Constitucional dentro de su verdadero contexto, toda vez que, se reitera, las medidas de aseguramiento privativas de la libertad tienen una vigencia hasta el anuncio del sentido del fallo, por ende,  la persona que se encuentre privada de la libertad después de ese hito procesal lo está es como consecuencia de haberse declarado su responsabilidad penal en la sentencia de primera instancia.
De otra parte, no se puede desconocer que en la actualidad se encuentra zanjada la tesis de la discrepancia propuesta por el apelante, debido a que ya ha sido superada la controversia planteada por el recurrente respecto a cuál de los precedentes jurisprudenciales, que supuestamente eran contradictorios, era el prevalente. Para poder llegar a la anterior conclusión, solo basta con hacer un análisis del contenido de la sentencia C-342 de 2017, de que se avizora que la Corte Constitucional le ha dado un timonazo a lo dicho en la aludida sentencia C-221 de 2017 para inclinarse hacia la posición asumida por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, respecto a que   a partir del anuncio del sentido del fallo se habla de pena y no de medida de aseguramiento.

Para ofrecer mejor claridad, considera la Colegiatura que es relevante traer a colación lo que sobre ese tópico ha dicho la Corte Constitucional:

“La Sala precisa, que la expresión “necesidad” de la privación de la libertad que se disponga con el anuncio del sentido del fallo, contenida en el inciso final del artículo 450 del Código de Procedimiento Penal demandado, conforme al cual “Si la detención es necesaria, de conformidad con las normas de este código, el juez la ordenará y librará inmediatamente la orden de encarcelamiento”, no se refiere a los presupuestos reiterados para privar de la libertad a un ser humano durante la etapa de la investigación previstos en los artículos 308 a 310 del Código de Procedimiento Penal, relacionados con que la medida de aseguramiento se muestre como necesaria para evitar que el imputado obstruya el debido ejercicio de la justicia, pues para el momento en el que se anuncia el sentido del fallo, las etapas de investigación y juzgamiento ya han terminado; o porque el imputado constituye un peligro para la seguridad de la sociedad o de la ima, porque dicha valoración corresponde a la etapa inicial del proceso y no a la condena; o porque resulte probable que el imputado no comparecerá al proceso, pues el mismo ha llegado a la fase final con el anuncio del sentido del fallo, sino que se refiere a los criterios y reglas para la determinación de la punibilidad y los mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad, especialmente consignados en los artículos 54 y 63 del Código Penal. Solo así puede entenderse la expresión “necesidad” contenida en el artículo 450 del Código de Procedimiento Penal….”
.  

Siendo así las cosas, al no asistirle la razón a los reproches formulados por el Apelante en contra del auto confutado, la Sala confirmará la decisión adoptada por parte del Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira, dentro del presente asunto.
Por lo anteriormente expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, 
RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR la providencia proferida el 25 de julio de 2019 por parte del Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira, por medio de la cual le negó la libertad o la sustitución de la medida de aseguramiento de detención preventiva impuesta al procesado VDDC.
SEGUNDO: Declar que en contra de la presente decision no procede recurso alguno. 

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE:
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Nos referimos a la providencia del 24 de julio de 2.017. AP4711-2.017. Rad. # 49734.   


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal: Providencia del 24 de julio de 2.017. AP4711-2.017. Rad. # 49734.


� CSJ, Sala de Casación Penal, decisión AHP281-2019 (radicado 54608), del 31 de enero de 2019, M.P. Dra. Patricia Salazar Cuellar. 


� CSJ, Sala de Casación Penal, decisiones AP-5052-2017 (50861) y AHP6230-2017 (51200), entre otros. 


� Corte Constitucional: Sentencia C-342 del 24 de mayo de 2017. M.P. ALBERTO ROJAS RÍOS.
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